IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO. CAUSAS DE. POR FALTA DE DEFINITIVIDAD Y DE COMPETENCIA. INFUNDADAS. El hecho de que las autoridades demandadas argumentaran que de la simple vista de las actas levantadas con motivo o consecuencia inmediata de las ordenes de visita, también impugnadas, en las que no se desprende según su decir, la imposición de alguna sanción o resolución definitiva que ponga fin a un procedimiento administrativo, que pudiere ocasionar algún perjuicio en ese momento, haciendo alusión de que solo se trataba de actos declarativos que no fincaban una “ obligación ” a cargo del gobernado y que ello, como consecuencia, se traducía en la falta de competencia de esta Sala del Tribunal de lo Administrativo del Poder Judicial del Estado de Jalisco, para conocer de los actos administrativos que se tuvieron por impugnados en el auto admisorio, resultan ser infundados, ya que incluso hoy en día, existen criterios análogos de Jurisprudencia por contradicción de tesis que ha sustentado nuestro más Alto Tribunal, para procedimientos de la esfera federal, pero debemos recordar, que es de explorado derecho que la Jurisprudencia en su caso, en términos simples, no es otra cosa más que la interpretación jurídica a las normas de derecho, y en el caso particular, es un tema muy debatido por quienes crean esa interpretación, más sin embargo, el artículo 67 vigente de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, no precisa de interpretación, ya que su último párrafo establece con toda precisión, cuáles son los actos administrativos que se consideran en nuestra legislación local, como definitivos, porque por otro lado, tampoco estamos ante una laguna de la ley, ni ante actos administrativos que emanen de un procedimiento que se siga en forma de juicio, para hacer valer la acción administrativa solo en contra de la resolución que en definitiva se dicte de manera más formal en aquéllos, y no de un procedimiento administrativo como es el caso, que se trata de una secuencia de actos con una finalidad común, en el que solo deben satisfacerse las formalidades esenciales del procedimiento para dar así cumplimiento a la garantía de audiencia, porque ante la posible existencia de vicios, errores u omisiones en éstos, no se debe implicar que el gobernado admita las consecuencias de ellos y de los actos autoritarios que pudieran ocurrirse en su perjuicio durante su desarrollo, que pudieran derivarse de una visita consentida, por lo que no necesariamente el gobernado, hoy accionante, debe esperar hasta entonces para impugnarlos, cuando le pudieren afectar de una manera más grave en su esfera jurídica, advirtiéndose en este sentido, la intención del legislador, al prever la optatividad en beneficio del contribuyente, en ejercer a su elección el recurso administrativo que se pudiere contemplar en la ley o reglamento especial del acto, o comparecer directamente ante este órgano jurisdiccional de legalidad, que incluso, fue creado precisamente para dar eficacia y seguridad jurídica a los gobernados, para lograr el sometimiento de la autoridad al régimen de derecho y, por tanto, de preservar o restituir, en su caso, el goce de los derechos de las personas físicas o jurídicas, como así lo expresan las consideraciones y exposición de motivos de la Ley procesal de la materia que rige este procedimiento judicial. 
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